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No obstante, el carácter residual de éste mecanismo de protección especial, de siempre ha reconocido la Corte Constitucional la situación de extrema vulnerabilidad y desprotección que afrontan las personas que han sufrido desplazamiento forzado como consecuencia del conflicto armado, razón por la cual ha reconocido en ellas la condición de sujetos de especial protección y en virtud de ello ha considerado procedente la acción de tutela para amparar los derechos de éste golpeado sector de la población. (…)
Dispone la Ley 1448 de 2011 en el artículo 155, la solicitud del registro de las víctimas, en donde se consagra, como requisitos para ser incluidas en el Registro Único de Víctimas, el siguiente:

“Presentar una declaración ante el Ministerio Público en un término de cuatro (4) años contados a partir de la promulgación de la presente ley para quienes hayan sido victimizadas con anterioridad a ese momento, y de dos (2) años contados a partir de la ocurrencia del hecho respecto de quienes lo sean con posterioridad a la vigencia de la ley…”. (…)
Resultante de la construcción jurisprudencial, la inmediatez ha surgido como un requisito de procedibilidad para impetrar la acción constitucional dentro de un plazo razonable desde el momento en que se configuró la alegada violación de derechos fundamentales.

Sin embargo, tal exigencia no es la imposición de un término de caducidad, sino que se trata más bien de un presupuesto que sigue  la naturaleza de esta acción prevista para la protección inminente de derechos fundamentales, finalidad que perdería sentido si transcurre mucho tiempo desde que surge el hecho o acto vulneratorio. (…)

Frente a la inmediatez que echó de menos el juez de primer grado como requisito de procedibilidad de la acción de tutela, vale decir que, en efecto resulta tardía la actuación del actor, pues desde el 8 de febrero de 2013 que le fue comunicada la Resolución No 2013-15192, ninguna actuación desplegó y sólo hasta 29 de agosto de 2019 acude a la jurisdicción constitucional.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, veintinueve de octubre de dos mil diecinueve
Acta N° 0         29 de octubre de 2019
Procede la Sala Laboral No 3º del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira a decidir la impugnación formulada por el señor Jaime de Jesús Montoya Vanegas contra la sentencia proferida por el Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas el once 11 de septiembre de 2019, dentro de la acción de tutela que le promueve a la  UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS.
HECHOS QUE ORIGINARON LA ACCIÓN:

Indica el señor Jaime de Jesús Montoya Vanegas que es víctima de desplazamiento forzado desde el año 1997, cuando adquirió un bien rural en el municipio de Riosucio (Caldas), pero por presión del frente 47 de las FARC, que opera en la región, debió abandonarlo y reubicarse en la ciudad de Bogotá; refiere que dejó encargado de su propiedad al señor Álvaro Reyes Uchima, quien fungía como administrador del fundo desde antes de comprarlo, pero en el año 2002 éste fue asesinado por el referido grupo subversivo, razón por la cual abandonó definitivamente el bien, siendo invadido por la parcialidad indígena de Cañamomo y Loma Prieta.

Informa que estos hechos fueron declarados tanto en la Unidad de Víctimas, como en la Unidad de Restitución de Tierras, entidades que se rigen por la Ley 1448 de 2011 y sus decretos reglamentarios, en los que se determinan las víctimas del conflicto armado; no obstante, la accionada, mediante Resolución No 2013-15192 de 2013 decidió no incluirlo como víctima en el Registro Único de Víctimas, alegando que su desplazamiento no se dio en el marco del conflicto, sin relacionar ningún medio probatorio al cual haya acudido para tomar esa decisión y sin tener en cuenta que en octubre de 2009 fue secuestrado hasta que el CTI logró liberarlo el 8 de diciembre del mismo año.
Refiere que la Unidad de Restitución de Tierras a través de las resoluciones Nos 00886 de 2016 y 00769 de 2017 lo incluyó en el Registro Único de Tierras, procediendo luego a iniciar las acciones pertinentes ante el Juez Especializado de Restitución de Tierras de Pereira, despacho que reconoció, no sólo que fue víctima de desplazamiento forzado del municipio de Riosucio, sino también de abandono forzado de tierras, calidad que la UARIV conoce, pues fue vinculada al trámite y a pesar de ello no ha accedido a revocar su decisión de no incluirlo como víctima del conflicto, lo cual impide acceder a la reparación integral a la que tiene derecho.

Es por todo lo anterior que considera vulnerados sus derechos fundamentales a la igualdad y a la reparación integral y como consecuencia solicita que se le reconozca la condición de víctima por parte de la UARIV y se le incluya en el Registro Único de Víctima.
TRÁMITE IMPARTIDO

La acción de tutela correspondió por reparto al Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas, quien la admitió  contra la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, concediéndole el término de dos (2) días para ejercer el derecho de defensa.

En comunicación de fecha 2 de septiembre de 2019, la entidad accionada se pronunció señalando que ninguna afectación ha causado a los derechos fundamentales del accionante, toda vez que, respecto a su petición de registro en registro único de víctimas, se pronunció declarando su no inclusión mediante acto administrativo No 2012-33130 de 2012, que luego de notificársele no ameritó los recursos, quedando en firme y con presunción de legalidad.

Respecto a la procedencia de la acción de tutela señala que el accionante no elevó derecho de petición ante la entidad solicitando lo que ahora reclama por esta vía, lo que impidió que tuviera la oportunidad de defenderse, de allí que no sea la tutela el mecanismo que otorga la ley para atender sus reclamos, menos cuando no se acredita un perjuicio irremediable.
Por último sostiene que dentro del procedimiento administrativo que adelantó por la solicitud de inclusión como víctima del conflicto armado que hizo el actor, observó el debido proceso y brindó a éste las garantías necesarias para ejercer el derecho de defensa y contradicción, por lo que fácil se concluye que no ha vulnerado, de manera alguna, los derechos fundamentales del actor, en razón de lo cual solicita que se declare improcedente la protección reclamada.

Llegado el día del fallo, el juzgado de conocimiento declaró la improcedencia de la acción al verificar que no se acreditó el requisito de inmediatez, toda vez que el acto administrativo que negó la inclusión en el RUV fue proferido el 8 de febrero de 2013 -contra lo cual no interpuso recursos-, y la acción de tutela fue iniciada el 29 de agosto de 2019. 
A más de lo anterior echó de menos el presupuesto de subsidiariedad, toda vez que pudo establecer que el actor contaba con otros mecanismos para atacar la negativa de la entidad a reconocer su condición de víctima.

Por último, en lo que atañe al cumplimiento de la orden al Juzgado Primero de Restitución de Tierra de la ciudad de Pereira, respecto al requerimiento efectuado a la UARIV, señaló que le corresponde a ese despacho tomar las decisiones del caso, al estar facultado para hacer uso de los poderes correccionales que le otorga el artículo 44 del CGP, sin perjuicio de las acciones disciplinarias a que haya lugar.
Inconforme con lo decidido el promotor de la acción impugnó señalando como única motivación para no haber acudido oportunamente ante el juez constitucional, el miedo y el pánico tuvo por las amenazas y la presión del grupo guerrillero.  
Por otro lado, cuestiona además la decisión del juzgado al respecto a que sólo considerar el paso del tiempo para negar el amparo solicitado, cuando es un hecho cierto que en el trámite de restitución de tierras, se aportaron nuevas evidencias que acreditan su condición de víctima, aspecto que en conjunto con la difícil situación que atraviesa el núcleo familiar, muestra la viabilidad de la protección reclamada.
Indica que la acción de tutela es el mecanismo idóneo para solicitar el cumplimiento de los requerimientos judiciales efectuados a la UARIV, ya que los procesos ante la administración de justicia son lentos y entramados,  lo que los convierte en mecanismos ineficaces. 

CONSIDERACIONES DE LA SALA

El asunto bajo análisis plantea a la Sala el siguiente problema jurídico.

¿Es procedente la acción de tutela para dejar sin efecto el acto administrativo que negó la inclusión de la parte actora y su grupo familiar en el registro único de desplazados?

Antes de abordar el interrogante formulado, cabe recordar que el artículo 86 de la Constitución Nacional consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas cuando resulten amenazados o vulnerados por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.

1. PROCEDENCIA DE LA ACCION DE TUTELA.

Según el inciso 3° del mismo canon, la acción de tutela “solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.

La acción de tutela es pues subsidiaria, no alternativa o supletoria de los recursos ordinarios, pues procede cuando la persona no cuenta con otros medios de defensa judicial, o cuando este sea ineficaz, o para evitar un perjuicio irremediable, como mecanismo transitorio mientras la justicia decide.

No obstante, el carácter residual de éste mecanismo de protección especial, de siempre ha reconocido la Corte Constitucional la situación de extrema vulnerabilidad y desprotección que afrontan las personas que han sufrido desplazamiento forzado como consecuencia del conflicto armado, razón por la cual ha reconocido en ellas la condición de sujetos de especial protección y en virtud de ello ha considerado procedente la acción de tutela para amparar los derechos de éste golpeado sector de la población
.
2. DE LA DECLARACIÓN DEL HECHO VICTIMIZANTE 

Dispone la Ley 1448 de 2011 en el artículo 155, la solicitud del registro de las víctimas, en donde se consagra, como requisitos para ser incluidas en el Registro Único de Víctimas, el siguiente:

“Presentar una declaración ante el Ministerio Público en un término de cuatro (4) años contados a partir de la promulgación de la presente ley para quienes hayan sido victimizadas con anterioridad a ese momento, y de dos (2) años contados a partir de la ocurrencia del hecho respecto de quienes lo sean con posterioridad a la vigencia de la ley, conforme a los requisitos que para tal efecto defina el Gobierno Nacional, y a través del instrumento que diseñe la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las víctimas, el cual será de uso obligatorio por las entidades que conforman el Ministerio Público. En el evento de fuerza mayor que haya impedido a la víctima presentar la solicitud de registro en el término establecido en este artículo, se empezará a contar el mismo desde el momento en que cesen las circunstancias que motivaron tal impedimento, para lo cual deberá informar de ello al Ministerio Público quien remitirá tal información a la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas. La valoración que realice el funcionario encargado de realizar el proceso de valoración debe respetar los principios constitucionales de dignidad, buena fe, confianza legítima y prevalencia del derecho sustancial. 
Parágrafo. Las personas que se encuentren actualmente registradas como víctimas, luego de un proceso de valoración, no tendrán que presentar una declaración adicional por los mismos hechos victimizantes. Para efectos de determinar si la persona ya se encuentra registrada, se tendrán en cuenta las bases de datos existentes al momento de la expedición de la presente Ley. En los eventos en que la persona refiera hechos victimizantes adicionales a los contenidos en las bases de datos existentes, deberá presentar la declaración a la que se refiere el presente artículo. 
Mientras que el procedimiento para el registro, recursos y procedimiento administrativo se encuentra previsto que disponen:

“ARTÍCULO 156. PROCEDIMIENTO DE REGISTRO. Una vez presentada la solicitud de registro ante el Ministerio Público, la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas realizará la verificación de los hechos victimizantes contenidos en la misma, para lo cual consultará las bases de datos que conforman la Red Nacional de Información para la Atención y Reparación a las Víctimas. 
Con fundamento en la información contenida en la solicitud de registro, así como la información recaudada en el proceso de verificación, la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas adoptará una decisión en el sentido de otorgar o denegar el registro, en un término máximo de sesenta (60) días hábiles. 
Una vez la víctima sea registrada, accederá a las medidas de asistencia y reparación previstas en la presente ley dependiendo de la vulneración en sus derechos y las características del hecho victimizante, salvo las medidas de ayuda humanitaria y atención de emergencia en salud, a las cuales se podrá acceder desde el momento mismo de la victimización. El registro no confiere la calidad de víctima, y la inclusión de la persona en el Registro Único de Víctimas, bastará para que las entidades presten las medidas de asistencia, atención y reparación a las víctimas que correspondan según el caso. 
Parágrafo 1°. De conformidad con el artículo 15 de la Constitución Política, y con el fin de proteger el derecho a la intimidad de las víctimas y su seguridad, toda la información suministrada por la víctima y aquella relacionada con la solicitud de registro es de carácter reservado. 
Parágrafo 2°. En el evento en que la víctima mencione el o los nombres del potencial perpetrador del daño que alega haber sufrido para acceder a las medidas de atención, asistencia y reparación previstas en la presente ley, este nombre o nombres, en ningún caso, serán incluidos en el acto administrativo mediante el cual se concede o se niegue el registro. 
Parágrafo 3°. El Gobierno Nacional establecerá los mecanismos para la reconstrucción de la verdad y la memoria histórica, conforme a los artículos 139, 143, 144 y 145 de la presente Ley, y se deberán articular con los mecanismos vigentes. Parágrafo 4°. En lo que respecta al registro, seguimiento y administración de la información de la población víctima del desplazamiento forzado, se regirá por lo establecido en el Título III, Capítulo III de la presente ley. 
Parágrafo 5°. La información de que trata el artículo 48 de la presente Ley, se tendrá en cuenta en el proceso de registro. Parágrafo 6°. La víctima podrá allegar documentos adicionales al momento de presentar su declaración ante el Ministerio Público, quien lo remitirá a la entidad encargada del Registro Único de Víctimas para que sean tenidos en cuenta al momento de realizar el proceso de verificación. 
ARTÍCULO 157. RECURSOS CONTRA LA DECISIÓN DEL REGISTRO. Contra la decisión que deniegue el registro, el solicitante podrá interponer el recurso de reposición ante el funcionario que tomó la decisión dentro de los cinco (5) días siguientes a la notificación de la decisión. El solicitante podrá interponer el recurso de apelación ante el Director de la Unidad Administrativa Especial de Atención y Reparación Integral a las Víctimas de que trata la presente Ley contra la decisión que resuelve el recurso de reposición dentro de los cinco (5) días siguientes a la notificación de esta decisión. 
Las entidades que componen el Ministerio Público podrán interponer los recursos de reposición ante el funcionario que tomó la decisión y en subsidio el de apelación ante el Director de la Unidad Administrativa Especial de Atención y Reparación Integral a las Víctimas de que trata la presente ley contra la decisión que concede el registro, dentro de los cinco (5) días siguientes contados a partir de su comunicación. Igualmente, si el acto hubiere sido obtenido por medios ilegales, tales autoridades podrán solicitar, en cualquier tiempo, la revocatoria directa del acto para cuyo trámite no es necesario obtener el consentimiento del particular registrado. 
ARTÍCULO 158. ACTUACIONES ADMINISTRATIVAS. Las actuaciones que se adelanten en relación con el registro de las víctimas se tramitarán de acuerdo con los principios y el procedimiento establecido en el Código Contencioso Administrativo. En particular, se deberá garantizar el principio constitucional del debido proceso, buena fe y favorabilidad. Las pruebas requeridas serán sumarias. 
Deberá garantizarse que una solicitud de registro sea decidida en el menor tiempo posible, en el marco de un trámite administrativo ágil y expedito, en el cual el Estado tendrá la carga de la prueba. 
En toda actuación administrativa en la cual tengan interés las víctimas tienen derecho a obtener respuesta oportuna y eficaz en los plazos establecidos para el efecto, a aportar documentos u otros elementos de prueba, a que dichos documentos sean valorados y tenidos en cuenta por las autoridades al momento de decidir.
Respecto al tema, la Corte Constitucional en Sentencia T-211-10 determinó que la condición de desplazado se adquiere por el acaecimiento de una situación material que se configura de facto y no por el registro en el RUPD hoy RUV, pues esto último es una mera constatación de los hechos, en cuyo análisis puede intervenir el juez de tutela, si advierte que la entidad ha tomado una decisión alejada de los parámetros legales o constitucionales.   
Recientemente, en la Sentencia T-393-2018, la misma Corporación sostuvo:

“Así, respecto al término establecido en el artículo 155 de la Ley 1448 de 2011, la Corte en sentencia T- 519 de 2017
 señaló que este plazo no puede considerarse inflexible y ajeno a situaciones especiales de personas que, por distintas circunstancias (como, por ejemplo, el tipo de hecho victimizante que han padecido), tarden largo tiempo en decidir declarar como víctimas ante el Ministerio Público.

Ahora bien, contra esta posición la Corte Constitucional, en reiteradas ocasiones, afirmó que a una persona víctima de desplazamiento forzado no se le podía negar la inscripción en el Registro Único de Población Desplazada
 (en adelante, el “RUPD”) con base exclusivamente en la extemporaneidad de la declaración, pues, dicha condición “no se adquiere por virtud del acto formal de inscripción sino por el hecho cierto del desplazamiento”
.”
3. PRINCIPIO DE INMEDIATEZ. 
Resultante de la construcción jurisprudencial, la inmediatez ha surgido como un requisito de procedibilidad para impetrar la acción constitucional dentro de un plazo razonable desde el momento en que se configuró la alegada violación de derechos fundamentales.
Sin embargo, tal exigencia no es la imposición de un término de caducidad, sino que se trata más bien de un presupuesto que sigue  la naturaleza de esta acción prevista para la protección inminente de derechos fundamentales, finalidad que perdería sentido si transcurre mucho tiempo desde que surge el hecho o acto vulneratorio. 
En este sentido, precisamente dado el espíritu de esta acción constitucional, en la sentencia SU-961 de 1999 se explicó que: 

“Si el elemento de la inmediatez es consustancial a la protección que la acción brinda a los derechos de los ciudadanos, ello implica que debe ejercerse de conformidad con tal naturaleza.  Esta condiciona su ejercicio a través de un deber correlativo: la interposición oportuna y justa de la acción. 

(…)

Si la inactividad del accionante para ejercer las acciones ordinarias, cuando éstas proveen una protección eficaz, impide que se conceda la acción de tutela, del mismo modo, es necesario aceptar que la inactividad para interponer esta última acción durante un término prudencial, debe llevar a que no se conceda.  En el caso en que sea la tutela y no otro medio de defensa el que se ha dejado de interponer a tiempo, también es aplicable el principio establecido en la Sentencia arriba mencionada (C-543/92), según el cual la falta de ejercicio oportuno de los medios que la ley ofrece para el reconocimiento de sus derechos no puede alegarse para beneficio propio (…).”

Más recientemente, en la T-381 de 2018, dijo esa Alta Magistratura: 

“Al respecto, si bien la Constitución y la ley no establecen un término expreso de caducidad, en la medida en que lo pretendido con el amparo es la protección concreta y actual de un derecho fundamental, este Tribunal ha señalado que le corresponde al juez de tutela verificar en cada caso en concreto si el plazo fue razonable y proporcionado, es decir, si teniendo en cuenta las circunstancias personales del actor, su diligencia y sus posibilidades reales de defensa, la acción tutela se interpuso oportunamente”.

4. CASO CONCRETO

El actor reclama por esta vía la protección de los derechos fundamentales a la igualdad y a la reparación integral y como consecuencia aspira que la UARIV brinde una respuesta de fondo y clara a la solicitud de inclusión en el Registro Único de Víctimas y a las demás medidas de reparación que otorga la legislación colombiana.
Sea lo primero advertir que son dos los hechos victimizantes que informa el actor en su solicitud de amparo, el primero es desplazamiento forzado y el segundo secuestro, los cuales pasa a estudiar la Sala de manera independiente con miras a verificar la procedencia de la protección solicitada.
Conforme los supuestos facticos que soportan la acción proteccionista, el actor y su grupo familiar debieron desplazarse desde el año 1997 del municipio de Riosucio (Caldas), donde tenía sus propiedades y desarrollaba su actividad económica –ganadería-, a la ciudad de Bogotá, producto de las amenazas del Frente 47 de las FARC que opera en la región.

Esos hechos, tal como fueron narrados, los conoce la Unidad de Restitución de Tierras y en virtud de ello fue incluido en el Registro Único de Tierras -53 a 127-, dado que a raíz de su desplazamiento, una entidad bancaria embargó y remató un bien urbano y una comunidad indígena invadió un predio rural, ambos en el municipio de Riosucio.

Pero no se puede pregonar lo mismo de  la Unidad para la Atención y Reparación Integral a la Víctimas a quien solo le fue puesto en conocimiento el hecho victimizante del secuestro sufrido en el año 2009, tema que más adelante se abordará.
Téngase presente que, si el actor quería ser reconocido como víctima de desplazamiento forzado debió declarar ante cualquiera de las entidades que hace parte del Ministerio Público esta condición, situación que se presentó desde el año 1997 y que sólo hasta ahora, 22 años después, pone en consideración del juez de tutela.

Tal y como se presenta las cosas, ninguna orden puede darse a la UARIV, pues es evidente que desconocía las circunstancia de tiempo, modo y lugar en las que se generó su desplazamiento, razón más que suficientes para concluir que no ha vulnerado ninguno de los derechos fundamentales cuya protección se pretende por la vía de la tutela.  
Y es que vale la pena precisar que la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas, previa solicitud del actor, lo registra como víctima de este flagelo lo que sirvió de soporte para que éste iniciara el trámite correspondiente para recuperar los predios urbano y rural despojados–fls 53 y 91-.
Respecto al secuestro de que afirma haber sido en octubre de 2009, siendo liberado por el CTI en diciembre de ese mismo año, fue un hecho declarado ante la Personería del municipio de Riosucio (Caldas) el día 27 de febrero de 2012, en virtud del cual, la UARIV se pronunció negando la inclusión en el RUV, mediante la Resolución No 2012-333130 de 29 de octubre de 2012.

Sin embargo, en consideración a que la entidad no motivó correctamente esta negativa, en Resolución No 2013-15192 del 8 de febrero de 2013, justificó la decisión en que los hechos narrados por el solicitante relativos a que: “Yo estaba en la ciudad de Medellín cuando el 21 de Octubre de 2009 estando en un centro comercial de la ciudad fui abordado por un comisionista para ver una finca en el municipio de Doradal, me hablo de un buen negocio, para lo que yo accedí, nos subimos a un carro particular, cuando entramos a la finca, nos recibieron 3 tipos armados de civil, no se identificaron, solo me dijeron que quedaba retenido”, son circunstancias de tipo social y personal, provenientes de grupos que operan por fuera del conflicto armado, denominados delincuencia común.
Ciertamente, del relato del actor, no se puede inferir que los hechos que rodearon su secuestro ocurrieron en el marco del conflicto, pues él mismo señala que fue privado de su libertad por tres civiles que no se identificaron y que todo ocurrió entre la ciudad de Medellín y el municipio de Doradal (Antioquía), donde se mueven este tipo de personas al margen de la ley, cosa diferente fuera que tal siniestro hubiese ocurrido en el municipio de Riosucio, lugar donde, tanto el actor como la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas, reconocen la influencia histórica de grupos como el EPL, el ELN y las FARC –fls 91 a 129-.
De acuerdo con lo anterior, ningún cuestionamiento merece la decisión de la UARIV, de no incluir dentro del registro de víctimas al señor  Montoya Vanegas y en ese sentido no se percibe la vulneración al derecho fundamental a la igualdad y a la reparación administrativa que pretende se le protejan en esta oportunidad.

Frente a la inmediatez que echó de menos el juez de primer grado como requisito de procedibilidad de la acción de tutela, vale decir que, en efecto resulta tardía la actuación del actor, pues desde el 8 de febrero de 2013 que le fue comunicada la Resolución No 2013-15192, ninguna actuación desplegó y sólo hasta 29 de agosto de 2019 acude a la jurisdicción constitucional.
Esto es así porque si bien la Corte Constitucional ha señalado que el trascurrir del tiempo no puede considerarse un obstáculo que impida la medidas de reparación a favor de la población víctima del conflicto armado en Colombia, ello lo ha sostenido frente a los hechos victimizantes, pues ha comprendido que denunciarlos puede traer consigo represalias por parte de los victimarios, de allí que considere el miedo, el temor o la vergüenza como justificación para no declarar ante las entidades de Ministerio Público, con miras a ser incluidos en el RUV. 

Pero el miedo o pánico que afirma el actor lo invadió durante estos años, no puede servir en este caso como excusa para no haber acudido en tiempo ante el juez de tutela, en orden a cuestionar la decisión de la Unidad Para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, pues tal argumento queda  desdibujado con las actuaciones que ha adelantado hasta el momento con miras a recuperar bienes materiales y ser reconocido como víctima del conflicto armado, tales como: i) declarar ante la Personería de Riosucio (Caldas) por el secuestro de que fue víctima, ii) solicitar ante la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas, en dos oportunidad la inscripción en el registro de tierras, reclamando dos propiedades diferentes y iii) iniciar el proceso judicial tendiente a la restitución de tales predios.   
Lo hasta aquí expuesto, permite concluir entonces que la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas con su decisión no vulnera los derechos fundamentales del señor Jaime de Jesús Montoya Vanegas y en ese sentido, necesariamente debe negarse la protección por él reclamada, lo cual implica la modificación del ordinal primero de la sentencia impugnada en el que el Juzgado Laboral de Dosquebradas, declaró improcedente la acción constitucional.
En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión Laboral No 3º del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE:

PRIMERO: REVOCAR el ordinal PRIMERO de la sentencia proferida por el Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas el once (11) de septiembre de 2019, para en su lugar  NEGAR la protección solicitada por el señor JAIME DE JESÚS MONTOYA VANEGAS.
SEGUNDO: CONFIRMAR  en todo lo demás la providencia impugnada.

TERCERO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito.


CUARTO: ENVIAR a la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

Notifíquese y Cúmplase.

Los Magistrados,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
       ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
� Sentencia T-407-2017 


� M.P. Alejandro Linares Cantillo.


� Sobre el particular, la Corte en la sentencia T-290 de 2016, M.P. Alberto Rojas Ríos, señaló que “Si bien el Registro Único de Víctimas absorbió el Registro Único de Población Desplazada que regulaba el artículo 4º del Decreto 2569 de 2000, esta población es solo una parte dentro del universo de víctimas que integra el RUV y que son destinatarias de las medidas establecidas en la Ley 1448 de 2011, sin que el RUV constituya una base de datos de toda persona víctima de un acto de violencia, en tanto el artículo 3 de la citada ley delimita el grupo de víctimas para las cuales se ha establecido el mencionado instrumento. La Corte Constitucional ha señalado que el Registro Único de Víctimas (RUV) es una herramienta de carácter técnico, que no define u otorga la condición de víctima, sino que la reconoce para efectos de identificar a los destinatarios de determinadas medidas encaminadas a la protección, respeto y  garantía de sus derechos. Por ello se ha sostenido que la condición de víctima del conflicto armado interno genera el derecho a ser registrada como tal de forma individual o con su núcleo familia”. En el mismo sentido, reconoció la sentencia T-478 de 2017, M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado que “el Registro Único de Víctimas (RUV) es una herramienta administrativa de gran importancia, pues ella materializa la realización del derecho fundamental de las víctimas del desplazamiento forzado a ser reconocidas como tales y soporta el procedimiento de registro de las víctimas, que se encuentra a cargo de la UARIV. En su labor, dicha institución debe observar los principios de favorabilidad, buena fe, confianza legítima y prevalencia del derecho sustancial, entre otros. Por ende, para la inclusión en el RUV únicamente pueden exigirse los requisitos que la ley prevé expresamente”.


� Ver, sentencia sentencias T-175 de 2005, M.P. Jaime Araújo Rentería; T-740 de 2004 y T-328 de 2007 M.P. Jaime Córdoba Triviño.
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